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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL N2 de registro: 2429/89

SALA PRIMERA ASUNTQO: Recurso de ampa-
Excmos. Sres.: ro promovido por don Ma-
D. Francisco Tomds y Valiente nuel Rosa Recuerda, re-

D. Fernando Garcia-Mén y

4 r ntado -
Gonzdlez-Regueral present por don Do

D. Carlos de la Vega Benayas mingo Lago Pato
D. Jesus Leguina Villa ;
; " SOBRE: Sentencia de 1la
D. Luis Ldvez Guerra
D. Vicente Gimeno Sendra Sala de Conflictos de

Jurisdiccién del Tribu-—m
nal Supremo de 11 de ju+|
lio de 1989, conflictqg!
ne 11/1988

En la pieza separada de suspensién correspon-
diente al asunto de referencia, la Sala ha acordado dic-

tar el siguiente

AUTO

I.- ANTECEDENTES

1.- Don Domingo Lago Pato, en nombre y represen-
tacién de don Manuel Rosa Recuerda, por escrito que tuvg
entrada en este Tribunal el 5 de diciembre de 1989, in-
terpone recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala
de Conflictos de Jurisdiccién del Tribunal Supremo de 11
de julio de 1989, que resuelve el conflicto n? 11/1988.
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La solicitud de amparo se basa en los siguientes
hechos. Sancionado el recurrente por supuesta comisidn de
una falta grave por el Director General de la Guardia Ci-
vil, interpusc recurso contencioso-administrativo al am-
paro de lo establecido por la Ley de Proteccidédn Jurisdic-
cional de los Derechos Fundamentales de la Persona 62/78,
recurso que fue admitido a trémite por la Sala de 1lo

Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-

ticia de Andalucfia. La Sala de Justicia del Tribunal Mi-
litar Central planted conflicto de jurisdiccién ante la
Sala de lo Contencioso-Administrativo citada, que negd 1lg
inhibicién, formalizdndose con ello el conflicto a tenoy
de lo previsto por el art. 26 de la Ley Orgénica 2/87;
de 18 de mayo, de Conflictos de Jurisdiccién.

Tras los correspondientes trémites procesale
la Sala de Conflictos de Jurisdiccién del Tribunal Supre¢-
mo dictd la Sentencia ahora objeto de recurso de ampa
declarando que la competencia controvertida correspond
la Jurisdiccién Militar.

La demanda fundamenta su solicitud de amparo
la vulneracién del art. 24 de la Constitucidén por ent
der que es la jurisdiccién ordinaria y no la castrense
competente para conocer de la accién planteada segin
previsto en la Ley de Proteccién Jurisdiccional de |los
Derechos Fundamentales de la Persona. Mediante otrosf se
solicita que se deje en suspenso "la ejecucidén del acto
originario del amparo, esto es, el expediente sanciona-
dor" hasta tanto sea sentenciado por este Tribunal Cons-
titucional el presente recurso de amparo y la cuestidén de
inconstitucionalidad registrada con el n2 1650/89.

2.- Por providencia de 18 de diciembre de 1989
la Seccién Segunda de la Sala Primera de este Tribunal
acuerda admitir a trémite la demanda asf como abrir la
correspondiente pieza separada de suspensién, concedien
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do un plazo comin de tres dias al Ministerio Fiscal, al
TRIBUNAL Abogado del Estado y al solicitante de amparo para que
CONSTITUCIONAL aleguen lo que estimen pertinente en relacién con 1la

peticién de suspensidn interesada.

3.- E1 Fiscal ante el Tribunal Constitucional,
por escrito de 22 de diciembre de 19839, seflala que dada
la identidad entre este asunto y el registrado con el n@°

2427/89 da por reproducido el informe en ese asunto eva-—j

cuado.

4.- La representacién del recurrente, por escri
to que tuvo entrada en el registro del Tribunal Constitu
cional el 27 de diciembre de 1989, realiza sus alegaci
nes. Entiende dicha representacién que la no suspensi
de la Sentencia de la Sala de Conflictos de Jurisdicci
del Tribunal Supremo, acarrearia graves perjuicio pa
su defendido. Para ello argumenta dque la jurisdicci
competente para conocer del recurso contencios
administrativo es la ordinaria y no la militar, por
que debe procederse a decretar la suspensidén que no ca
perjuicio grave alguno ni al interés general, ni a
derechos fundamentales o libertades publicas de tercer,

de
de
la Administracién Publica, y realiza sus alegaciones en

5.- El Abogado del Estado, por escrito de 2
diciembre de 1989, se persona en el recurso en interé

relacién con la procedencia o no de decretar la suspen-
sién de la resolucién recurrida. Comienza indicando que
dada la similitud entre el presente recurso y los regis-
trados con los numeros 1800 y 1942/89, y atendiendo a los
Autos dictados en esas causas el 11 de diciembre de 1989,
la peticién de suspensién sé6lo puede entenderse en rela-

UNE A-4

cién con la Sentencia de la Sala de Conflictos de Juris-
diccién del Tribunal Supremo y no con respecto a la san-
cién en que tiene su causa lejana ésta resolucidn.
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Asi centrada la cuestién entiende el Abogado del

TRIBUNAL Estado que la "apariencia de derecho" que subyace en la
CONSTITUCIONAL regulacién de la medida cautelar de suspensién, ha queda-
do seriamente debilitada por la Sentencia 194/89, de 16
de noviembre, de este Tribunal. En dicha Sentencia, se ha
sefilalado que la jurisdiccidén castrense es competente para
conocer de los recursos 1nterpuestos contra sanciones
impuestas a los miembros de la Guardia Civil, haciendo
desaparecer, pues, el fumus boni iuris que subyace en
regulacién de la suspensién realizada en el art. 56 de

LOTC.

En segundo lugar, estima el Abogado del Estaph

que el denegar la suspensidén solicitada no haria per r
su finalidad al amparo. Ello porque, en tal caso, 1la coﬁ—
secuente continuacién de la causa por parte de la juris-
diccién militar no impediria el planteamiento de los ye-

cursos de casacidén y amparo por parte del actor ante hi-
potéticas resoluciones a él1 desfavorables; "la validez|de
la actuacién de la jurisdiccidén militar queda a resultas
de cémo se falle este amparo; si se otorga, quedpré
invalidada y con ello plenamente restablecido el recu-
rrente en su derecho", sin que exista, pues, "riesgo |al-
guno de que ... quede irreparablemente consumada al |le-
sién del derecho fundamental”. !

En tercer lugar sostiene el representante de la
Administracién que la concesién de la suspensién supon-
dria un grave entorpecimiento del regular funcionamiento
de la jurisdiccién castrense. Ello porque las Sentencias
que resuelven las controversias jurisdiccionales tienen
un alcance que va mds allé del caso concreto. La suspen-
sién de una decisién abre una via para que, mnientras

UNE A-4

penda el amparo, la jurisdiccidn castrense pueda quedar
"totalmente desapoderada de sus funciones revisoras en
materia contencioso-disciplinaria" encomendadas por la
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L.0. 4/87 y reguladas por la Ley Orgénica Procesal Mili-
TRIBUNAL . tar. Cualquier sancionado podra acudir a la jurisdiccién
CONSTITUCIONAL contencioso-administrativa esperando el planteamiento del
conflicto vy recurriendo posteriormente la Sentencia
obtéﬁiendo su suspensién cautelar. El debilitamiento de
la doctrina sentada por la Sala de Conflictos de Ju-
risdiccién del Tribunal Supremo que trae consigo la sus-
pensién constituye "una opcidén sumamente grave que sélq(
podria elegirse cuando, de no conceder la suspensiénj
fuera segura la consumacién de la lesién en el derech
fundamental". Esto, como se ha visto, no ocurre en gl
presente caso, por lo que concluye sus alegaciones €l
Abogado del Estado solicitando que deniegue la suspen?

sién.
II.- FUNDAMENTOS JURIDICOS

1.- Debe seflalarse, en primer lugar, que tally
como indica el Abogado del Estado y se desprende, inclu-
so, del escrito de alegaciones del recurrente, la pres#n—
te peticién de suspensién se debe entender circunscritg a
los efectos de la Sentencia de la Sala de Conflictos de
Jurisdiccién del Tribunal Supremo impugnada en amparo.

As{i centrada al cuestién, y tal y como han indi-
cado las partes, la identidad de objeto entre la presente
causa y las registradas con los numeros 1800 y 1942/89 ha
de llevar a resolver sobre la peticidén de suspensién de
manera similar a como ya se hiciera en sendos Autos de 11
de diciembre pasado. No obstante, el Abogado del Estado

-
; propugna una decisién distinta, articulando una argumen-
z tacién paralela a la esgrimida en las sendas suplicas in-
g terpuestas frente a los citados Autos. Ello hace dgue,
g aunque sea de forma breve, se responda a dicha argu-
£

mentacién.
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2.- Por una parte, y sin negar la conexidn
eXistente entre el presente supuesto de hecho y los que
éncontraron respuesta en la Sentencia de este Tribunal ne®
194/89, de 16 de noviembre de 1989, la doctrina allf{ ex-
puesta no puede aplicarse de manera automdtica en esta
causa, sin perjuicio del valor que en su dia haya de te-
ner a la hora de resolver sobre ei fondo. Esa aplicaciédn
no puede ser automédtica porque los supuestos no son idén-
ticos ya que allf se resolvia sobre resoluciones dictadas
en el seno de procedimientos de habeas corpus, mientras

¥

que aqui se cuestionan Sentencias dictadas en relacié
con conflictos de jurisdiccién planteados en el seno d
procedimientos contencioso-administrativos. Pero, adem&s
la propia Sentencia n? 194/89 delimité su alcance al inr
dicar que el andlisis de los problemas en esa ocasiéhn
suscitados "deber& formularse no en términos abstractof

(como si estuviéramos ante un recurso
inconstitucionalidad), sino muy cefiidos a la presen
pretensién de amparo, dejando para futuras resolucion S|,

relativas a otros tantos procesos pendientes ante este
Tribunal, el examen de los aspectos Yy preceptos a cada
caso concernientes" (F.J. 2¢9).

Por otra parte, hay que seflalar que el posible
debilitamiento temporal del efecto "generalizable" que
bueda tener una Sentencia dictada en un conflicto de ju-
risdiccién no procede tanto de la suspensién de sus efec-
tos por parte de este Tribunal, sino de la duda sobre la
constitucionalidad de la normativa en que dicha Sentencia
se ha basado, duda implicita en la presente causa Yy ex-
plicitamente planteada ante esta jurisdiccién a través
del instrumentos de la cuestién de inconstitucionalidad
por parte de 4rganos judiciales.

Por Gltimo, es cierto que el actor podria seguir
un complejo camino procesal en el que planteara la cues
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tién del respeto a su derecho al juez ordinario predeter-

minado por la ley al hilo de la revisién de la sancién

TRIBUNAL . . fq s
CONSTITUCIONAL disciplinaria a é1 impuesta. Pero ello, ademé&s de suponer

una carga indudable para el ciudadano, supone ignorar que
la vulneracién del citado derecho, de existir, esté des-
conectada de la resolucidén material de los asuntos,
consumédndose con la simple intervencién de un érgano ju-
dicial no habilitado constitucionalmente para ello. En
consecuencia, la suspensidén de las causas en tanto se re-
suelve sobre el problema constitucional parece ser la me-
nos costosa de las decisiones en ese dificil equilibrio
entre interés general y derechos de los particulares.

En virtud de todo lo expuesto, la Sala acuerda
la suspensién de la ejecucidén de la Sentencia de la Sala
de Conflictos de Jurisdiccidén del Tribunal Supremo de 11
de julio de 1989 que resuelve el conflicto n? 11/88.

Madrid, a qguince de enero de mil noveci

venta.
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